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El Estatuto de Autonomía de La Rioja (E.A.R.) originariamente redactado en 1982,  por
Ley Orgánica 3/1982, de 9 de junio (E.A.R.'82), y modificado parcialmente en 1994, por Ley
Orgánica 3/1994, de 24 de marzo (E.A.R.'94),  ha sido reformado en 1999, por Ley Orgánica
2/1999, de 7 de enero (E.A.R.'99), que ha determinado la ampliación del nivel competencial de
La Rioja mediante la asunción de nuevas competencias o la intensificación del nivel con el que
las mismas venían atribuidas a la Comunidad Autónoma de La Rioja (C.A.R.) en la anterior
redacción del Estatuto. Ahora bien, como quiera que no han faltado voces discrepantes de esta
afirmación, parece aconsejable una reflexión al respecto y ese es el propósito de este trabajo.

1.  La atribución y delimitación de competencias y el traspaso de los medios
personales y materiales necesarios para ejercerlas.

Comencemos fijando algunos conceptos. El término "transferencia" se emplea usual-
mente para referirse a fenómenos de muy diversa naturaleza jurídica en el ámbito de las com-
petencias autonómicas, por lo que se ha convertido en un vocablo genérico de significado
dudoso que conviene  precisar distinguiendo los conceptos de atribución y delimitación de
competencias, por un lado, y de traspaso de medios precisos para su ejercicio, por otro.

A) Atribución de competencias.

La atribución de competencias a las Comunidades Autónomas (CC.AA.), según ha
declarado una reiterada doctrina del Tribunal Constitucional  ( TC) en sus Sentencias (SS.
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88/83, 48/85, 149/85, 11/86 y 87/93, entre otras) y del Consejo Consultivo de La Rioja
(C.C.R.) en sus Dictámenes (DD. 4 y 22/97), es una función que está reservada a las nor-
mas incluidas en el denominado bloque de la constitucionalidad, integrado, a estos efec-
tos, exclusivamente por la Constitución (CE.), los Estatutos de Autonomía (EE.AA)  y las
leyes estatales extra-estatutarias  a que se refiere el art. 150 CE. - Leyes de encuadra-
miento, armonización, transferencia y delegación -, y no por los Reales Decretos
(RR.DD.) de traspaso de medios materiales y personales a las CC.AA., sin perjuicio del
valor interpretativo de éstos últimos respecto a la distribución competencial efectuada por
el precitado "bloque".

La CE. es el título atributivo primordial de competencias, sobre todo para el Estado
central, ya que le confiere, directamente, las contenidas en la lista del art. 149 CE. y, resi-
dualmente, las no asumidas por las CC.AA. en sus respectivos Estatutos, a tenor del art.
149.3 CE. Sin embargo, para las CC.AA., la CE. opera como un título atributivo más bien
indirecto por cuanto las  competencias contenidas en la lista del art. 148, no es que se atri-
buyan directamente a las CC.AA., sino que se ofrecen potestativamente a las mismas para
que, "en el marco establecido por la CE." (cfr. art. 147.1 d) CE.), las asuman en sus res-
pectivos EE.AA. en la forma en que cada una de ellos dispositivamente determine, por ello
emplea el término facultativo "podrán asumir" (cfr. 148 i.p. CE.).

Los EE.AA. son, pues, la vía primordial de atribución de competencias a las
CC.AA., a cuyo través ejercen la potestad constitucional que facultativamente les atribuye
el art. 148 CE. y determinan el nivel competencial concreto de la respectiva Comunidad
Autónoma. Por ello, es en el texto de los EE.AA. donde habrá que encontrar los títulos
competenciales específicos de la misma, esto es, las normas estatutarias concretas por las
que se atribuyen y asumen las competencias correspondientes.

Empleamos aquí prácticamente como sinónimas las expresiones "atribuir" y "asu-
mir", si bien la primera enfoca el fenómeno más desde la perspectiva del Estado, que entre-
ga una competencia que anteriormente le correspondía (así se emplea, por ejemplo, en el
art. 150.1 CE.), mientras que la segunda corresponde más  a la perspectiva de la
Comunidad Autónoma que la recibe (así la emplean los arts. 147.1. d) y 148-1 CE.). Esta
doble perspectiva corresponde perfectamente a la naturaleza dual del Estatuto de
Autonomía (EA.) que es, a la par, una Ley Orgánica especial del Estado, que éste recono-
ce y  ampara como parte integrante de su propio ordenamiento jurídico (art. 147.1 CE.), y
la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma, que constituye la cabecera de
su propio ordenamiento jurídico (cfr. art. 147.1 CE.).

No obstante este papel central que la CE. asigna a los EE.AA. en orden a la atribu-
ción y asunción de competencias, el propio texto constitucional habilita otro cauce (extra-
estatutario) de asignación  de competencias (así lo reconoció la STC 76/86), cual es el
determinado por las Leyes a que se refiere el art. 150 CE., esto es, las Leyes-marco o de
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encuadramiento, las Leyes de Armonización y las Leyes Orgánicas de Transferencia o
Delegación, por más que las dos primeras figuras permanecen inéditas en nuestro Derecho
que sólo ha hecho uso hasta ahora de las Leyes Orgánicas de Transferencia o Delegación.

A la vista del art. 150.2 de la CE., incluso podría defenderse que el término "trans-
ferencia" debiera limitarse exclusivamente a los casos de atribución extra-estatutaria de
competencias a las CC.AA. mediante una Ley Orgánica de las denominadas precisamente
"de transferencia" en el propio precepto constitucional, pero un empleo tan restrictivo de
la expresión no es usual en nuestra doctrina científica ni en la jurisprudencia.

B) Delimitación de competencias.

Conceptualmente es distinta la atribución de competencias y la delimitación de las
mismas (STC 25/83), aunque sólo fuera porque ésta segunda operación presupone la pri-
mera, en cuanto que resulta obvio que sólo se puede delimitar, acotar o deslindar aquello
que previamente ha sido asumido,  asignado o atribuido. Así,  mientras los títulos compe-
tenciales de atribución o asunción se mueven en el terreno abstracto que es propio de la
titularidad y la validez de las competencias,  las normas de delimitación se mueven en el
terreno concreto que es propio del ejercicio, el alcance y la  eficacia de las competencias
válidamente asumidas o atribuidas. La delimitación señala, pues,  el punto de partida, esto
es, el límite a partir del cual puede ejercerse una competencia (SSTC 32/83, 68/84 y 69/88)
o, si se prefiere,  el espacio normativo a que Estado y las CC.AA. deben ceñirse en ejer-
cicio de las respectivas competencias (STC 69/88).

Esto dicho, el deslinde de competencias puede realizarse directamente por la pro-
pia Constitución  o los Estatutos, como sucede cuando su texto determina el ámbito
material con que se confiere una competencia, pero también es frecuente que la CE. o
los EE.AA. acometan la delimitación de forma indirecta, como sucede típicamente cuan-
do adoptan la técnica de remitirse a lo que al respecto dispongan leyes estatales, tengan
éstas o no el carácter de básicas, siempre que sean leyes distintas de las referidas en el
art. 150 CE.

Lo importante de estos casos de delimitación "per relationem" es que las normas
estatales a las que se remite la CE., el EA., o alguna de las leyes del art. 150 CE.,  no tie-
nen "per se" virtualidad atributiva de competencias a las CC.AA. y sólo revisten una
potencialidad delimitadora de las mismas (C.C.R., D. 4/97) y ello en la medida, y sólo en
la medida, en que resulten habilitadas para ello por el bloque de la constitucionalidad, es
decir, por la CE., el EA. o alguna de las leyes a que se refiere el art. 150 CE. En otras pala-
bras, el bloque de la constitucionalidad, que actúa aquí como norma remitente, es el único
con virtualidad atributiva de competencias, mientras que la legislación estatal a la que
dicho bloque se remite, actúa como norma remitida carente de virtualidad atributiva de
competencias aunque, por virtud de la remisión, resulte habilitada para delimitarlas.
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Como ha señalado el C.C.R. (D.3/97), en aquellos supuestos en que el bloque de la
constitucionalidad reserva al Estado la formulación de bases o legislación básica, la nor-
mativa estatal que, con tal carácter, se apruebe, tampoco tendrá - por muy estatal y básica
que sea-  virtualidad suficiente para atribuir competencias a las CC.AA. que carezcan de
ellas en virtud del bloque de la constitucionalidad antes definido (SSTC 26/82 y 25/83) y,
en consecuencia, su potencialidad quedará igualmente reducida a delimitar  o definir el
ámbito de las competencias que dichas CC.AA. tengan atribuidas por aquél bloque (STC
69/88 y C.C.R., D. 3/97). 

Por eso, el hecho de que el art. 28.1 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del
Tribunal Constitucional (L.O.T.C.), permita que éste considere, además de los preceptos
constitucionales, "las leyes que, dentro del marco constitucional, se hubieran dictado para
delimitar las competencias del Estado y las diferentes CC.AA.",  no significa que tales
leyes delimitadoras  se incluyan en el bloque de la constitucionalidad a efectos de atribu-
ción de competencias, aunque puedan considerarse incluidas en el mismo a otros efectos,
como fijar el ámbito normativo  que ha de ponderarse para efectuar un juicio de estatuto-
riedad, puesto que el bloque de la constitucionalidad, a efectos de dicho juicio, compren-
de, no sólo la CE. y el E.A.R.., sino también las normas a que una y otro se remiten o que
les sirvan de fundamento  (C.C.R., DD., 1, 6, 7 y 10/96 y 2/97).

Así, pues, el concepto estricto de bloque de la constitucionalidad a efectos de atri-
bución competencial y la distinción entre atribución y delimitación, son ideas que deben
retenerse para la correcta comprensión dogmática del fenómeno competencial, incluso en
un campo que, por virtud del precitado art. 28.1 L.O.T.C., parece confuso, como es el de
los conflictos constitucionales de competencias reñidos entre el Estado central y las
CC.AA. ante el TC.

En efecto, dichos conflictos, por más que parezcan funcionar en la práctica como
actiones finium regundorum, es decir, de deslinde competencial entre títulos de delimi-
tación enfrentados, tal y como sugiere el citado art. 28.1 L.O.T.C.,  (lo que podría con-
ducir a pensar que estamos, más ante cuestiones situadas en el plano de la eficacia que
ante cuestiones situadas en el plano de la validez y la titularidad de posiciones jurídicas
concretas), sin embargo, a la postre, operan como "vindicationes potestatis" (STC 88/89)
que concluyen mediante una sentencia que declara la titularidad de la competencia con-
trovertida y la anulación de las disposiciones contradictorias con la misma -cfr. art. 66
L.O.T.C.  (expresiones éstas que recuerdan a las empleadas en el ámbito privado para
referirse a la acción reivindicatoria que conduce a una sentencia condenatoria a la entre-
ga de la  cosa litigiosa o meramente declarativa del dominio de la misma). La razón de
esta confusión quizá estribe en que los conflictos constitucionales de competencias, en
términos civilísticos, más que a las acciones reivindicatorias o a las de deslinde, habría
que asimilarlos a las actiones publicianas, de jactancia o de mejor de derecho, puesto
que, en ellos, el TC opta por el título competencial que estima prevalente de entre los

422



EL NIVEL COMPETENCIAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA TRAS LA REFORMA DEL...

varios en liza o define el ámbito de los mismos en sus relaciones recíprocas en cada caso
concreto.

C) Traspaso de medios.

Distinto de la atribución y del deslinde competencial es el fenómeno del traspaso,
desde y por la Administración estatal, de los medios personales y materiales necesarios
para que las CC.AA. ejerciten las competencias que se les han atribuido, operación que los
Estatutos de Autonomía han querido ordenar a través de Acuerdos, adoptados en
Comisiones Mixtas integradas paritariamente por representantes estatales y autonómicos,
que se aprueban y publican en el B.O.E. en forma de Reales Decretos (RR .DD.).

En la práctica, es frecuente denominar a estos RR.DD. "de transferencias", deno-
minación ésta inadecuada por cuanto se presta a la confusión de entender que los mismos
tienen virtualidad  traslativa o atributiva de competencias al margen de la CE., de los
EE.AA. o de las leyes a las que se refiere el art. 150 CE., cuando , en realidad, como ha
declarado una reiterada doctrina del TC, no es así, ya que los referidos RR.DD. se limi-
tan a arbitrar el traspaso de medios personales y materiales (STC 143/85 y C.C.R., D.
5/97), sin virtualidad alguna en los campos atributivo ni delimitador de competencias, por
más que puedan tener, en algún caso, una limitada función interpretativa al respecto (cfr.
SSTC 153/84, 158/86 y 147/91), por lo que resulta inaceptable una suerte de "vacatio" de
las competencias atribuidas por el EA. hasta la publicación del R.D. de traspasos (STC
25/83 y C.C.R.., D. 7/96).

De ahí que pueda afirmarse que los RR. DD. de traspaso son consecuencia, no
causa, de la competencia (C.C.R., DD. 7 y 23/97), y que la atribución "ipso iure" de
competencias por el bloque de la constitucionalidad, como sucede con las conferidas
en el EA., debe entenderse como posibilidad de ejercicio inmediato de todas aquellas
que para su ejercicio no requieran especiales medios personales o materiales (C.C.R.,
D 7/96).

Así pues, la cuestión de fijar cuáles sean las competencias estatutarias o, en gene-
ral, las conferidas por el bloque de la constitucionalidad que requieran especiales medios
personales o materiales, no es tanto jurídica en sentido estricto -aunque en algunos casos
requiera el concurso de la técnica jurídica-,  cuanto política, administrativa u organiza-
tiva, por cuanto requiere un análisis individualizado de cada competencia para examinar
a través de qué órganos se venía ejerciendo en el ámbito del Estado central, con sujeción
a qué normas o procedimientos, y con cargo a qué créditos presupuestarios,  ya que,
obviamente, la eficacia administrativa exigida por el art. 103 CE. requiere evitar dupli-
cidades de servicios y costes innecesarios en el proceso de transferencias competencia-
les a las CC.AA.
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2. El nivel competencial de la C.A.R. en el E.A.R.'99: Aspectos cuantitativo y
cualitativo.

Sentadas en el apartado anterior las principales ideas para una correcta comprensión
del proceso de transferencia de competencias del Estado a las CC.AA., podemos  aden-
trarnos a examinar el nivel competencial determinado para la Comunidad Autónoma de La
Rioja (C.A.R.) tras la reforma operada en 1999 en su Estatuto de Autonomía (E.A.R.'99).

A) Aspecto cuantitativo.

Desde luego, en una primera impresión, la redacción originaria del E.A.R.,  adop-
tada por Ley Orgánica 3/1982, de 9, de junio (E.A.R.'82), determinaba un nivel compe-
tencial inferior al resultante de la redacción adoptada por la reforma operada en el mismo
por  Ley Orgánica de 3/1994, de 24 de marzo (E.A.R.'94), el cual, a su vez, ha sido supe-
rado por el establecido tras la reforma llevada a cabo mediante Ley Orgánica 2/1999, de 7
de enero (E.A.R.'99), que constituye la actual y vigente redacción.

En efecto, si nos atenemos únicamente a la enumeración estatutaria, en el
E.A.R.'82, fruto de los Pactos Autonómicos de 1981, la C.A.R. accedió a 19 competencias
exclusivas, 10 compartidas, 5 de ejecución y 7 que podemos denominar "expectantes",
además de las procedentes de la Diputación Provincial (art. 14 E.A.R.'82) o de las  que, en
el futuro, se asignasen a las Diputaciones Provinciales (D.A. 2ª E.A.R.'82).

En el E.A.R.'94, las exclusivas pasaron a 29, las compartidas a 13, las de ejecución
a 12, desaparecieron las "expectantes" -al haberse materializado entre las anteriores- y se
añadieron las especiales en materia de "educación" (art. 12 E.A.R.'94) y "justicia" (art. 13
E.A.R.'94), mientras se mantuvieron inalteradas las competencias propias de la extinta
Diputación o que en el futuro se asignasen a las Diputaciones Provinciales.

La redacción E.A.R.'99 ha determinado que las competencias exclusivas pasen a ser
recogidas en 38 números del art. 8 y las compartidas queden en 12 números del art. 9 (aun-
que hay que añadir a ellas la de "educación" a que se refiere el art. 10); mientras que las
de ejecución aumentan a 15 números en el art. 11, incluyendo la de gestión de la "asisten-
cia sanitaria de la Seguridad Social". Las competencias de la extinta Diputación o que, en
el futuro, se asignen a las Diputaciones Provinciales permanecen inalteradas  (art. 13 y
D.T. 1ª).  

Así pues, el simple recuento numérico de las competencias listadas en el E.A.R.
parece indicar un sustancial aumento de las mismas a consecuencia del proceso autonómi-
co. Pero esta primera impresión debe matizarse un tanto al proceder a un análisis más deta-
llado del E.A.R.'99, desde el punto de vista cualitativo.
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B) Aspecto cualitativo.

Desde esta perspectiva, hemos de distinguir, por de pronto,  junto a los títulos com-
petenciales de atribución originaria de competencias propiamente dichas,  diversos grupos de
competencias que, por uno u otro motivo, pueden reconducirse a dichos títulos originarios:

a) Competencias que  constituyen  funciones o potestades  implícitas en la enti-
dad autonómica de la Comunidad como poder público.

Algunas de las competencias recogidas en el E.A.R.  no son sino aplicaciones con-
cretas de funciones públicas genéricas, como la función  legislativa, sea en forma de leyes
o reglamentos, como sucede con las competencias para la formulación de "normas adicio-
nales de protección del medio ambiente" (art. 9.1. E.A.R.), para la regulación del procedi-
miento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia (art. 8
Uno.2 E.A.R.'99), la "ordenación de la actividad económica" (art. 8.Uno. 4 E.A.R.'99). A
la función genérica de planificación alude la competencia para planificar la actividad eco-
nómica (art. 8.Uno 4 E.A.R.'99).

Otras competencias no son sino simples potestades inherentes a los conceptos mis-
mos de Comunidad Autónoma, Administración Pública o personalidad jurídico-pública,
como sucede con la de autoorganización (arts. 8.1 y 26.1 E.A.R.) o con la "creación y ges-
tión de un sector público propio" (art. 8.Uno.5 E.A.R.) o la investigación científica y téc-
nica (art. 8.Uno.24)

No queremos con esto decir que resulte inútil su plasmación estatutaria, sino, sim-
plemente, que no constituyen tanto títulos propiamente atributivos de competencias cuan-
to meras especificaciones de potestades que van, de suyo, implícitas en la constitución de
la Comunidad Autónoma en cuanto que poder público, sin perjuicio de su utilidad  decla-
rativa del título competencial que implican.

b) Competencias que constituyen facultades implícitas en, o derivadas de, potes-
tades u otros títulos competenciales.

Otras veces, simplemente, se trata de facultades inherentes al ejercicio de una com-
petencia o derivadas de la misma,  como bien apreció el Congreso de los Diputados al tras-
ladar al art. 31.5 E.A.R.'99  varias facultades que se entienden contenidas en la potestad de
autoorganización y que el texto aprobado por la Diputación General de La Rioja había
incluido entre las competencias listadas como exclusivas. Es el caso de las facultades para
el "establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios, el régimen jurídico-admi-
nistrativo derivado de las competencias asumidas, la regulación de los bienes de dominio
público y patrimoniales cuya titularidad corresponde a la Comunidad Autónoma, así como
de las servidumbres públicas en materias de su competencia, y la regulación de los contra-
tos y concesiones administrativas en el ámbito de la Comunidad" (art.. 31.5 E.A.R.'99). 
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Desde luego, esta mejora técnica  introducida por las Cortes Generales en el
E.A.R.'99 no significa, en absoluto, que  el esfuerzo de la Diputación General por especi-
ficar estas facultades fuera superfluo, ya que contribuyen a aclarar la delimitación compe-
tencial, aunque, en rigor, no constituyan títulos de atribución . Tal sucede, por ejemplo, con
la especificación referente a la "regulación de los contratos y concesiones administrativas
en el ámbito de la Comunidad" respecto a la que, sin la especificación del art. 31.5, in fine,
del E.A.R.'99,  podría discutirse si se trataba o no de una facultad comprendida en la potes-
tad de autoorganización, mientras que ahora  -por más que esa incardinación siga siendo
teóricamente discutible-, el asunto ha quedado estatutariamente zanjado por la disposición
terminante del E.A.R.'99  en ese sentido.

c) Competencias que constituyen simples submaterias o especificaciones de títulos
competenciales genéricos, sean éstos  nuevos o anteriores.

Finalmente, algunas competencias que parecen "nuevas" en el E.A.R.'99,  no son
sino reduplicaciones,  especificaciones o especies concretas de otras competencias genéri-
cas que ya se ostentaban, que se confieren por primera vez,  o que la doctrina del TC y del
C.C.R. ya había declarado comprendidas en otras.

Así sucede, entre las exclusivas, con las competencias sobre ferias y mercados inte-
riores (art. 8.Uno.7 E.A.R.'99), que puede reputarse una especie de la más genérica com-
petencia en materia de comercio interior (art. 8.Uno.6 E.A.R.'99). Algo similar sucede en
las competencias sobre zonas de montaña (art. 8. Uno 22 E.A.R.'99), muy relacionada con
la competencia en materia de agricultura y ganadería (art. 8.Uno.19 E.A.R.'99). Más claro
aún parece el caso de las competencias sobre protección y tutela de menores (art. 8.Uno.32
E.A.R.'99), que están comprendidas en la genérica competencia sobre asistencia y servi-
cios sociales (art. 8.Uno.30 E.A.R.'99), tal como declaró el C.C.R. en sus DD. 9/96, sobre
protección de menores, y 6/97, sobre adopción internacional. Otro tanto podría decirse de
las competencias en materia de  desarrollo comunitario, promoción e integración de dis-
capacitados, emigrantes, tercera edad y demás grupos sociales necesitados de especial
protección (art. 8.Uno.31 E.A.R.'99).

Este fenómeno se aprecia, igualmente, entre las competencias de desarrollo norma-
tivo, donde la genérica en materia de sanidad e higiene (art. 9.5 E.A.R.'99), que mantiene
este carácter desde el E.A.R.'82 y conoce una, también antigua, especificación en materia
de coordinación hospitalaria (art. 9.4 E.A.R.'99),  se extiende ahora a una nueva, como es
la ordenación farmacéutica (art. 9.12 E.A.R.'99) que,  ya el C.C.R. en su D. 3/97 incluía
en la competencia genérica sobre  sanidad.

También en estos supuestos de "especificación" de competencias genéricas debe-
mos advertir que las consideraciones que acabamos de efectuar no significan en absoluto
que los preceptos estatutarios que las recogen sean inútiles, ya que la técnica de la atribu-
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ción competencial del género y, además, de algunas de sus especies, tiene la ventaja de evi-
tar dudas en una materia siempre tan complicada como es la distinción filosófica entre  el
todo y la parte que, jurídicamente, se traduce con frecuencia en la, no menos delicada, de
la delimitación entre sistemas y subsistemas o grupos normativos que está en la base de
muchos conflictos competenciales.

d) Competencias de escaso contenido material en la práctica.

Alguna competencia, ya recogida en la reforma de 1994 y ahora ampliada, carece
prácticamente de contenido, por no concurrir el presupuesto de hecho legitimante o hacer-
lo de forma muy limitada.

Es el caso de las competencias en materia de aguas a que se refiere el art. 8.Uno.17
E.A.R.'99, en cuanto que se limita a "las que discurran íntegramente por el ámbito terri-
torial riojano", siendo así que, como es bien sabido,  las corrientes y  subterráneas perte-
necen a una cuenca hidrográfica intercomunitaria y, por ello, son competencia del Estado.

Otro tanto cabe decir de una competencia, como la conferida por el art. 8.Uno.20
E.A.R.'99 en materia de "denominaciones de origen y sus consejos reguladores", al menos
en lo que al vino se refiere,  y ello, no tanto porque el texto estatutario establezca que ha
de ejercerse "en colaboración con el Estado", sino porque la más emblemática de nuestras
denominaciones de origen, al ser también intercomunitaria, queda sujeta a las competen-
cias, también exclusivas, de las Comunidades Autónomas limítrofes y, a la postre, situada
en la órbita competencial del Estado.

En ambas materias -agua y vino-, la C.A.R. parece llamada a un  proceso de nego-
ciación que permita instrumentar convencionalmente las soluciones más adecuadas en el
marco constitucional.

Algo similar cabe afirmar de la competencia exclusiva a que se refiere el art.
8.Uno.25 E.A.R.'99 en materia de museos, archivos, bibliotecas y demás centros de depó-
sito cultural de interés para La Rioja, debido a que se añade la precisión "que no sean de
titularidad estatal", lo que significa que aquéllos que sean de titularidad estatal - circuns-
tancia ésta última que concurre en los más importantes-, no son objeto de competencia
exclusiva sino de la de ejecución mediante gestión a que se refiere el art. 11. Uno.11
E.A.R.'99, siempre, además, que "no se ( la) reserve el Estado". 

La relación entre ambos preceptos a la vista de la situación cultural de La Rioja y
del interés de estos centros, parece también situar a la C.A.R. en una  renegociación con el
Estado para lograr la transferencia efectiva de la titularidad de estos centros culturales
actualmente sujetos a un régimen convencional que, si bien ha podido tener sentido duran-
te los primeros pasos del Estado autonómico, ha podido perderlo en la actualidad.
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Puede incluirse también en este grupo la competencia de ejecución consistente en
la participación de la C.A.R. en el sector público estatal en el ámbito territorial riojano, ya
que el art. 11.Uno.1 E.A.R.'99 sólo la admite "en los casos y actividades en que proceda".

3.  Otros aspectos cualitativos  a considerar para fijar el nivel competencial  de la
C.A.R. en el E.A.R.'99. 

Si deseamos conocer el verdadero aumento de nivel competencial determinado por
el E.A.R.'99, no podemos contentarnos con un simple recuento numérico de las compe-
tencias listadas en su texto, sino que hemos de acometer una "lectura" cualitativa del
mismo, complementando las reflexiones que efectuábamos al respecto en el apartado ante-
rior con las siguientes, relativas a la eliminación de las competencias expectantes y su
compensación mediante la apertura en el E.A.R.'99 de nuevas vías de eventual incremen-
to competencial.

A) La eliminación de las "competencias expectantes".

En la esta línea de análisis cualitativo, no debe olvidarse que el E.A.R.'99, siguien-
do en esto el criterio instaurado por el E.A.R.'94,  ha suprimido la antigua categoría de las
que antes hemos denominado "competencias expectantes" que, en el texto del E.A.R.'82
(art. 11), representaban títulos competenciales que no se atribuían directamente a la
C.A.R., pero que ésta podría asumir, tras un quinquenio, por alguno de los procedimientos
constitucionalmente habilitados para ello.

La desaparición de las competencias "expectantes" se debió a su materialización en
el texto del E.A.R.'94 como nuevas competencias. Así, la  materia de casinos, juegos y
apuestas, que era "expectante" en el art. 11.1.e) E.A.R.'82,  pasó a "exclusiva" en el art.
8.Uno.20 E.A.R.'94); y otro tanto sucedió con las competencias  en materia de  régimen
minero y energético (art. 11.1.b) E.A.R.'82), medios de comunicación social (art. 11.1 f)
E.A.R.'82) y  corporaciones de derecho público (art. 11.1.d) E.A.R.'82), que eran "expec-
tantes" en el E.A.R.'82 y, en la reforma de 1994, pasaron a "competencias de desarrollo
legislativo y ejecución" (cfr. arts. 1, núms. 12, 13 y 9, respectivamente, del E.A.R.'94).
Finalmente, el mismo fenómeno se aprecia también con las competencias en materias
laboral y propias del INSERSO, que eran "expectantes" en el art. 11.1.g) E.A.R.'82) y se
convirtieron en competencias de ejecución en el E.A.R.'99 (cfr. sus arts. 10, núms. 5 y 12).

B)  La inclusión de "cláusulas residuales de alimentación competencial".

El texto del E.A.R.'99 ha compensado la lógica desaparición de las competencias
"expectantes" operada en 1994 con la inclusión de las que podemos denominar "cláusulas
residuales de alimentación competencial" que  operan como verdaderos elementos de cie-
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rre del sistema competencial de la C.A.R., aunque, en rigor,  más bien constituyan válvu-
las para dejarlo abierto, como son:

a) Respecto a las competencias "exclusivas", la cláusula del art. 8.Uno.38
E.A.R.'99.

El art. 8.Uno.38 E.A.R.'99 establece que: "corresponde a la C.A.R. competencia
exclusiva en cualesquiera otras (materias) que le correspondan de acuerdo con la
Constitución, el presente Estatuto o, en general, el ordenamiento jurídico". En una pri-
mera impresión, este precepto parece situarnos antes una gran apertura competencial
pero, en rigor,  la virtualidad de esta cláusula es menor de lo que a primera vista pudiera
parecer ya que:

-  Por un lado, la referencia a la CE., como hemos expuesto anteriormente, no
determina  la transferencia directa de competencias en favor de las CC.AA., pues-
to que la CE. se limita a habilitar a éstas para que, en el marco constitucional, asu-
man en sus Estatutos las que voluntariamente deseen de entre las varias que se les
ofrecen potestativamente en el art. 148 CE., a diferencia de lo que ocurre en el
caso del Estado central el cual  resulta directamente habilitado por las atribucio-
nes competenciales que en su favor realiza el art. 149 CE. En consecuencia, la
atribución directa de competencias en favor de las Comunidades Autónomas
queda remitida por la CE., bien a los Estatutos de Autonomía, bien al resto de nor-
mas del ordenamiento jurídico que tengan virtualidad traslativa de competencias
en favor de las CC.AA. que, como hemos indicado, se reducen a las Leyes a que
se refiere el art. 150 CE.

-  Por otro lado, la alusión al propio E.A.R. es relativamente tautológica pues, va
de suyo que la C.A.R. ostentará las competencias que el mismo E.A.R. le atribu-
ya. Tal es lo que sucede, por ejemplo, con las competencias en materia financiera
que atribuye a la C.A.R. el art. 48 E.A.R.'99 y con las, antes aludidas, competen-
cias de carácter administrativo recogidas en el art. 31.5 E.A.R.'99.  Quizá lo que el
legislador estatuyente ha querido decir es que la atribución competencial en favor
de la C.A.R. no se limita a las competencias listadas en los primeros artículos del
E.A.R., sino que todo el texto estatutario tiene virtualidad atributiva de competen-
cias, pero eso es obvio ya que ninguna norma de la CE. permite fundar una inter-
pretación distinta.  

- En estas condiciones,  la virtualidad de esta cláusula queda reducida a la interpre-
tación que pueda darse a la expresión ordenamiento jurídico. A primera vista pudie-
ra interpretarse que cualquier norma jurídica podría determinar la atribución com-
petencial a favor de la C.A.R., sin embargo no es así ya que, con arreglo a la doc-
trina general que antes hemos expuesto (cfr. STC 69/88, entre otras), sólo la CE.
para el caso de las competencias estatales, tal y como hemos señalado, y los
Estatutos, en el marco constitucional, para el caso de las CC.AA., así como las
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Leyes estatales a que se refiere el art. 150 CE. tienen virtualidad atributiva de com-
petencias, por lo que el resto del ordenamiento, incluidas las leyes básicas del
Estado, a lo sumo podrán delimitar competencias, pero no atribuirlas (STC 32/83).
En otras palabras, respecto a la atribución competencial, la expresión "ordena-
miento jurídico" hay que restringirla a aquélla parte del mismo incluida en el con-
cepto de "bloque de la constitucionalidad" que, como venimos repitiendo, queda
integrado, a estos efectos, exclusivamente, por la Constitución, el Estatuto de
Autonomía de que se trate y las Leyes estatales de encuadramiento, transferencia,
delegación o armonización a que se refiere el art. 150 CE.

b)  Respecto a las competencias "de desarrollo legislativo y ejecución", la cláusu-
la del art. 9.9 E.A.R.'99.-

Según el art. 9.9. E.A.R.'99: "En el marco de la legislación básica del Estado y, en
su caso, en los términos que la misma establezca, corresponde a la C.A.R. el desarrollo
legislativo y la ejecución en las restantes materias que con este carácter y mediante Ley
del Estado le sean transferidas".

- Para la interpretación de esta cláusula y, por lo que acabamos se señalar en el
apartado anterior, hay que entender que sólo las leyes estatales a que alude el art.
150 CE. (leyes de encuadramiento, transferencia, delegación o armonización) tie-
nen virtualidad para transferir competencias a estos efectos, por lo que tampoco
puede pensarse en una interpretación amplia de la expresión "Ley del Estado".

-  De ahí que incluso una ley del Estado de formulación de bases normativas, por
muy estatal y  básica que sea, no puede, como antes señalábamos, conferir compe-
tencias de desarrollo normativo a una  Comunidad Autónoma que no las tenga atri-
buidas por su propio Estatuto o por una Ley estatal  de las referidas en el art. 150
CE. y, por tanto, su virtualidad se reduce a delimitar, como efecto reflejo de la con-
figuración de lo que defina como básico, el ámbito competencial de desarrollo nor-
mativo de las CC.AA.. En otras palabras, la ley estatal básica, como también antes
señalábamos, tiene virtualidad delimitadora de las competencias ya atribuidas a las
Comunidades Autónomas investidas de competencias de desarrollo normativo, pero
carece de virtualidad atributiva de las mismas.

c) Respecto a las competencias "de ejecución", la cláusula del art. 11.Dos
E.A.R.'99.

Entre las competencias "de ejecución" no aparece una cláusula tan abierta como en
los casos anteriores,  ya que el art. 11.Dos E.A.R. se limita a aludir a "las materias seña-
ladas en este artículo o, con el mismo carácter, en otros preceptos del presente Estatuto".

- Con esta expresión parece limitarse la cláusula a lo que establezca el propio
E.A.R., aunque lo haga fuera de los artículos que contienen los listados propia-
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mente competenciales, es decir, no alude a las competencias extraestatutarias, sino
a las competencias estatutarias no listadas.

- Este último supuesto concurre, por ejemplo, en el caso de la gestión por concesión
del tercer canal de televisión a que se refiere la D.A. 4ª  E.A.R.'99, una materia en
la que, obviamente, debe mediar una decisión política ponderando los distintos
aspectos, especialmente de tipo económico.

- También podemos citar aquí el caso de los Tratados y Convenios Internacionales
a que alude el art. 14.6, inciso primero, E.A.R.'99 (incluido -a nuestro entender
incorrectamente, ya que se presta a confusión-  bajo el epígrafe "de los Convenios
con otras Comunidades Autónomas" ) a cuyo tenor: "el Gobierno de La Rioja eje-
cutará los Tratados y Convenios en todo lo que afecte a materias atribuidas a su
competencia". Pese a ciertos problemas que plantea su redacción (por ejemplo, no
alude al Parlamento y puede plantearse si "ejecución" aquí engloba también el desa-
rrollo reglamentario), la inclusión de este precepto competencial -que afecta tam-
bién al Derecho Comunitario Europeo- es uno de los mayores aciertos de la refor-
ma E.A.R.'99  ya que, si bien no constituye tanto una competencia material en sí
cuanto el reconocimiento de una potestad jurídica a la C.A.R., despeja las dudas
que existían sobre si, habida cuenta la competencia estatal en materia de relaciones
internacionales (art. 149.1.3 CE.), la C.A.R. tenía o no esta potestad cuando no la
recogía expresamente el E.A.R., a diferencia de los Estatutos de otras Comunidad
Autónomas en que sí figuraba expresamente.

- Aunque puede tener un contenido más amplio que la mera ejecución, también
podemos reseñar aquí las competencias en materia de "justicia" que, si bien care-
cen de un título competencial específicamente listado en el E.A.R.'99, sin embar-
go aparecen desgranadas en forma de competencias,  potestades y facultades
varias en el Capítulo II del E.A.R.'99 (arts. 34, 37, 38 y 39), incluyendo personal
de la Administración de justicia, notarías y registros, entre otros aspectos. Esta
es una de las competencias donde más se impone una coordinación con el Estado
y otras CC.AA.

C) Las vías de ampliación competencial.

Las  competencias "expectantes" del E.A.R.'82,  no existen ahora "nominatim",
pero su eliminación no sólo ha sido compensada por las precitadas cláusulas de alimenta-
ción sino también por el nuevo art. 12 del  E.A.R.'99 que prevé la posibilidad de amplia-
ción de competencias a través de alguno de los dos siguientes mecanismos, uno estatuta-
rio y otro extraestatutario:

a) El procedimiento estatutario de ampliación competencias se instrumenta median-
te previo acuerdo de asunción de nuevas competencias adoptado en el Parlamento de La
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Rioja  por mayoría de dos tercios de sus miembros y posterior aprobación de las Cortes
Generales mediante Ley Orgánica, siempre que se trate de  materias que no estén atribui-
das en exclusiva al Estado o en que sólo estén atribuidas al mismo las bases o principios
según el art. 149 CE. Todo parece indicar que estas "Leyes Orgánicas" no son sino las de
reforma del Estatuto a que se refiere el art. 147.3 CE., pero una reforma que podemos
denominar simple, ya que se encuentra limitada a la ampliación competencial y, por tanto,
no queda sujeta al procedimiento rígido establecido para las reformas de más amplio cala-
do a que se refiere el art. 58 E.A.R..

- El procedimiento extraestatutario de ampliación competencial debe canalizarse a
través de alguno de los mecanismos establecidos en los números 1 y 2 del art. 150 CE., es
decir, mediente las todavía inéditas Leyes marco estatales (art. 150.1 CE.) o las bien  cono-
cidas Leyes Orgánicas de transferencia o delegación (art. 150.2 CE.).

D)  Un mecanismo de incremento competencial específico de las Comunidades
Autónomas Uniprovinciales: Las competencias de Diputación Provincial.

Entre los métodos de alimentación competencial de la C.A.R. hemos de aludir a las
competencias de la extinta Diputación Provincial de La Rioja  (art. 13 E.A.R.'99, que es
aludido erróneamente como art. 14 en la DT 1ª del  E.A.R. debido a que no se ha repara-
do en la necesidad de adecuar su remisión a la numeración del articulado en el nuevo texto)
y las que "en el futuro puedan ser atribuidas a las Diputaciones Provinciales" (DT 1ª
E.A.R.). A este respecto podemos señalar lo siguiente:

a) Las disposiciones del E.A.R.'99 sobre la sucesión "ope legis" de la C.A.R. en la
totalidad de relaciones y posiciones jurídicas de la extinta Diputación Provincial,
deben integrarse con lo establecido en el art. 9 de la Ley estatal 12/1983, de 14 de
octubre, del Proceso Autonómico, sobre régimen de las Comunidades Autónomas
Uniprovinciales.

b) En cuanto a la atribución a la C.A.R. de las competencias que correspondan a las
Diputaciones Provinciales "o que en el futuro se asignen a las mismas", ésta última
expresión  hay que entenderla  referida a partir de la entrada en vigor, no del
E.A.R.'99, sino de la redacción originaria del E.A.R., es decir, desde el E.A.R.'82,
ya que el texto de esta DT ha permanecido inalterado desde entonces. Es curioso
resaltar que el precepto exige que la Diputación General (ahora, Parlamento de La
Rioja) distribuya las competencias de la extinta Diputación Provincial entre los
órganos de la C.A.R., cosa que nunca se ha efectuado por ley sino por el ahora dero-
gado Decreto 15/83, si bien el mismo fue elaborado mediante procedimiento parla-
mentario por la Diputación General Provisional, pero cuando carecía de potestad
legislativa (cfr. D.T. 2ª.3 a) del E.A.R.'82, que continúa incorporada al texto del
E.A.R.'99), por lo que fue aprobado como tal Decreto por el Consejo de Gobierno,
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aunque, quizá pensando en una eventual congelación del rango derivada de su mera
tramitación parlamentaria anterior, sólo sería derogado mediante una norma con
rango de ley (cfr. Disposición Derogatoria Única de la  Ley 3/1995, de 8 de marzo,
de Régimen Jurídico del Gobierno y la Administración Pública de la C.A.R.).

c) Por otra parte, debe tenerse en cuenta que el citado art. 9 de la Ley del Proceso
Autonómico establece que "La Comunidad Autónoma, además de las competen-
cias que le correspondan según su Estatuto, asumirá la plenitud de las competen-
cias y de los recursos que en el régimen común correspondan a la Diputación
Provincial". Este precepto, al no estar incluido en el bloque de la constitucionali-
dad (pues la Ley del Proceso Autonómico es meramente ordinaria y no se incluye
entre las contempladas en el art. 150 CE.), carece, en rigor, de valor atributivo de
competencias, sin embargo puede entenderse que está incluido en el grupo norma-
tivo del régimen local y que no trata de apoderar a las Comunidades Autónomas
Uniprovinciales con una vía extraestatutaria de  alimentación competencial sino  -
desde la legislación local- asimilarlas a las Diputaciones Provinciales en cuanto
que instituciones representativas de las Provincias. En cualquier caso y pese a su
apariencia generosa, el  sentido del precepto estatal es más bien restrictivo ya que
se preocupa mucho de limitar  la asimilación  a las Diputaciones "de régimen
común", lo que, a sensu contrario, significa la inasimilabilidad de las
Comunidades Autónomas Uniprovinciales con respecto a las Diputaciones forales,
que es una consecuencia que, sin embargo,  no resulta claramente de la literalidad
de la DT 1ª del E.A.R.'99 .

d) No obstante, la cláusula de alimentación autonómica por vía del régimen local
provincial, significa que esta Comunidad Autónoma, al ser Uniprovincial, puede
beneficiarse de los efectos traslativos de competencias que se determinen en el
marco del denominado "pacto local", es decir, de incremento competencial de los
entes locales, en cuanto pueda afectar a los entes provinciales, por más que las
medidas que se están adoptando en ese sentido parecen inclinarse preferentemente
hacia los entes municipales.

e) En cualquier caso, los incrementos de nivel competencial que la C.A.R. pueda
experimentar como sucesora de la extinta Diputación Provincial o  por  esta vía,
especial y eventual, de incremento del nivel competencial por asimilación a
Diputaciones Provinciales, queda compensada por las nuevas vías de transferencia
de competencias autonómicas a los entes locales riojanos previstas en el E.A.R.'99.
En efecto, es cierto que los  arts.. 9.8 y 33.Dos del  E.A.R.'99 confieren a la C.A.R.
competencias de desarrollo legislativo y ejecución en materia de "régimen local",
teniendo en cuenta que las primeras incluso podrán realizarse mediante Ley del
Parlamento riojano (art. 33 Dos E.A.R.) , pero también lo es, por una parte, que el
art. 19.Uno h) E.A.R.'99 prevé que el Parlamento riojano autorice la transferencia
de competencias de la C.A.R. a favor de los entes locales incluidos en su territorio,
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y, por otra, que los arts. 5, 8.3 y 27 E.A.R.'99  reservan a Ley la creación de comar-
cas, agrupaciones municipales y áreas metropolitanas.

f) Además, estas posibles vías de vaciamiento o redistribución de las competencias
autonómicas a favor de los entes locales de La Rioja se potencian en el  art. 33.Tres
E.A.R.'99 que habilita a la C.A.R. para transferir o delegar en las corporaciones
locales, mediante ley aprobada por mayoría absoluta del Parlamento riojano, facul-
tades correspondientes a materias de  competencia autonómica, con lo que se ha
importado al E.A.R. y para las relaciones C.A.R.- Administración Local riojana,   la
técnica de las Leyes de transferencia instaurada por el art. 150.2 CE. para las rela-
ciones Estado central-Comunidades Autónomas.

g) Finalmente, el marco genérico de  colaboración entre C.A.R. y Administraciones
locales riojanas, instaurado por el art. 33.Uno E.A.R.’99, tiene una plasmación con-
creta respecto a las haciendas locales en el art. 53 Dos y Tres E.A.R.’99.

E) Los mecanismos de negociación financiera bilateral C.A.R.-Estado en el
E.A.R.'99.

Esta bilateralidad de las relaciones entre Hacienda autonómica y hacienda local que
trasluce el art. 53 E.A.R.'99, se completa con medidas también bilaterales en el seno de las
relaciones entre hacienda autonómica y hacienda estatal que constituyen una de las más
llamativas novedades del E.A.R.'99, como son la popularmente conocida como "cláusula
anti-efecto frontera" del art. 46 E.A.R. que institucionaliza un "acuerdo bilateral" entre la
C.A.R. y la Administración General del Estado, y la "negociación" que impone el art. 47
E.A.R.'99 para fijar la participación anual de la C.A.R. en los ingresos del Estado.

5 Conclusión.

En conclusión: el nivel competencial de la C.A.R. ha aumentado considerablemen-
te en la redacción del E.A.R.'99, por más que éste ni deje cerrado definitivamente el pro-
ceso de transferencias (por cuanto, por un lado, prevé ulteriores modificaciones del E.A.R.
en sentido de ampliación competencial y, por otro, arbitra cláusulas de remisión a la legis-
lación estatal delimitadora y habilita las transferencias de competencias en favor de las
entidades locales riojanas), ni tampoco pueda afirmarse que ha logrado una equiparación
con las CC.AA. españolas de más altos niveles competenciales, como lo prueba, por ejem-
plo, la regulación de los aspectos fiscales y policiales, aunque, desde luego, nada en la CE.
ni en el E.A.R.'99 impide que dichos niveles puedan alcanzarse en el futuro mediante las
oportunas  reformas del propio E.A.R. o por la vía extraestatutaria del art. 150 CE.
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